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  RECURSO DE REVISIÓN 773/2018-2 PNT.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 22 veintidós de noviembre de 2018 dos mil dieciocho.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en el Plataforma Nacional de Transparencia con folio 00653218, el 02 dos de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, el Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:
“1. Listado completo de todos los nuevos empleados contratados en 2017. Es decir, todas esas personas que no habían trabajado antes en el poder judicial y fueron contratados en 2017. con desglose del nombre de la persona, la  categoría en la que se le contrató y la adscripción. 

1. Listado completo de todos los nuevos empleados contratados en 2018. Es decir, todas esas personas que no habían trabajado antes en el poder judicial y fueron contratados en 2018. con desglose del nombre de la persona, la  categoría en la que se le contrató y la adscripción.” (sic). 
SEGUNDO. Ampliación del plazo para dar respuesta a Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 19 diecinueve de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, el sujeto obligado hizo uso de la ampliación del plazo para dar respuesta a la solicitud de información; misma que notificó a través de la Plataforma Nacional de Transparencia. 
TERCERO. Respuesta. El 01 uno de octubre de 2018 dos mil dieciocho, el sujeto obligado a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, respondió al particular en los términos siguientes:

“(…) Por lo que hace a los listados que solicita en cuanto a las personas que fueron contratadas en el año 2017 y 2018 los mismos no se encuentran procesadas, ya que sería necesario cierta depuración, en virtud de que se requieren procesos y la asignación de personal exclusivamente para realizarlo. Sin embargo, existe un directorio de servidores en el que se incluya a los trabajadores de nueva contratación, que laboraron durante el año 2017 y 2018 a la fecha, publicado en la página oficial de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí: cegaipslp.org.mx en el respectivo formato: LTAIPSLP84FX en la plataforma Estatal de Transparencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 84 fracción X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
(…)” (sic). 

CUARTO. Interposición del recurso. El 02 dos de octubre de 2018 dos mil dieciocho, el particular presentó recurso de revisión a través de la Plataforma Nacional de Transparencia misma que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión el 03 tres del mismo mes y año; a través del cual manifestó lo siguiente:
“No se documenta si en verdad es un trabajo excesivo, solo se declara, más no se presentan pruebas de ello, situación que es una carga que le pertenece a la autoridad.

Por el contrario, es probable que sea algo que pueda fácilmente desagregarse de los sistemas informáticos institucionales, para la cual ofrezco la prueba de la inspección ocupar por parte de la CEGAIP para verificar si en efecto no es posible producir en automático tal información.” (sic).    

QUINTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 08 ocho de octubre de 2018 dos mil dieciocho, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número RR- 773/2018-2 PLATAFORMA, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 
SEXTO. Auto de admisión y trámite. El 11 once de octubre de 2018 dos mil dieciocho, el comisionado ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis XII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, POR CONDUCTO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, A TRAVÉS DEL PRESIDENTE Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.

SÉPTIMO. Rendición del informe del sujeto obligado. Con fecha 30 treinta de octubre de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión tuvo por recibido los oficios UIP/695/2018 y UIP/698/2018, signados respectivamente por el Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado y Mariano Agustín Olguín Huerta, Director de la Unidad de Transparencia del Poder Judicial del Estado; a través del cual manifestaron lo siguiente:

“(…) Es de señalar que acuerdo al oficio de respuesta DRH/1929/2018 signado por la Lic. Alejandra Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos, se hizo del conocimiento del recurrente, que respecto a los (…) los mismos no se encuentran procesados, ya que sería necesarios cierta depuración, en virtud de que se requieren procesos y la asignación de personal exclusivamente para realizarlo. Sin embargo, existe un directorio de servidores en el que incluyen a los trabajadores de nueva contratación que laboraron durante el año 2017 y 2018 a la fecha, publicado en la página de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado0 de San Luis Potosí: www.cegaipslp,org.mx en el respectivo formato LTAIPSLPA84FX en la Plataforma Estatal de Transparencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 84 fracción X de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Púbica del Estado. 
Esto es, el Sistema con el que cuenta la Dirección de Recursos Humanos, se realiza bajo el siguiente procedimiento:

1. Del nombramiento que expida el Consejo de la Judicatura a favor del servidor judicial.

2. Se hace el movimiento de personal y se registra el mismo como interinato.

3. En el Sistema de Recursos Humanos, el registro aplica para la primera contratación, recontratación (segunda, tercera, étc), pero dicho Sistema no filtra, y mucho menos hay manera de saber si es personal de nueva contratación, recontratación, externo, interno, es decir, personal del Poder Judicial del Estado que cubrió diversa categoría. 

Por tanto, el Sistema en cita, no hace una diferenciación, pues despliega un concentrado de todo el personal, más no así, de aquellos nuevos contratos (primera vez) y aquellos que son de recontratación, es decir, personal que sigue cubriendo o bien, de los que se contrató por tiempo determinado y concluyeron su período y por ende los mismos ya no forman parte de la platilla del Poder Judicial del Estado, así como de aquellos servidores judiciales que tienen base y cubren otras categorías administrativas o de carrera judicial, por lo que resultaría necesario revisar el expediente físico de cada interino del período.” (sic).  

Por lo que toca al inconforme, éste no hizo uso de su derecho contenido en el artículo 174, fracción III de la Ley de Transparencia del Estado. Asimismo, en el contexto del mismo proveído esta Comisión ordenó declarar cerrar el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.
TECERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

CUARTO. Caso Concreto. De la solicitud de información presentada por el recurrente se advierte que en ella requirió el “1. Listado completo de todos los nuevos empleados contratados en 2017. Es decir, todas esas personas que no habían trabajado antes en el poder judicial y fueron contratados en 2017. con desglose del nombre de la persona, la  categoría en la que se le contrató y la adscripción. 

1. Listado completo de todos los nuevos empleados contratados en 2018. Es decir, todas esas personas que no habían trabajado antes en el poder judicial y fueron contratados en 2018. con desglose del nombre de la persona, la  categoría en la que se le contrató y la adscripción.” (sic). En dicha solicitud el recurrente solicitó se le entregara la información vía Internet a través de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 
El Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí a través de la Plataforma Nacional de Transparencia previno al recurrente para que señalara el año de los inventarios a los cuales requiere tener acceso. Posteriormente, en el desahogo de la prevención, el recurrente a través de dicho sistema electrónico manifestó: “la palabra inventario aparece una sola vez en los catálogos de información de la Ley de transparencia, me refiero a lo dispuesto por el artículo 84, fracción XLI. desagregado, es decir quiero saber cuál es el inventario de bienes  muebles con lo que cuenta cada una de las áreas que he peticionado peticionado, es importante que incluya el hardware con el que cada área hace su trabajo.”(sic).
El sujeto obligado mediante resolución del Comité de Transparencia amplió el plazo de respuesta en términos del artículo 154 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
Posteriormente, en respuesta a la solicitud de acceso, el sujeto obligado señaló: “(…) los mismos no se encuentran procesadas, ya que sería necesario cierta depuración, en virtud de que se requieren procesos y la asignación de personal exclusivamente para realizarlo. Sin embargo, existe un directorio de servidores en el que se incluya a los trabajadores de nueva contratación, que laboraron durante el año 2017 y 2018 a la fecha, publicado en la página oficial de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí: cegaipslp.org.mx en el respectivo formato: LTAIPSLP84FX en la plataforma Estatal de Transparencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 84 fracción X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

(…)” (sic). 

Antes de entrar al análisis de la respuesta enviada al hoy recurrente debe señalarse que la información requerida, se refiere a las denominadas obligaciones de transparencia establecidas en el artículo 84, fracción X de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. Dicha fracción establece:

“ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 

(…)

X. El directorio de todos los servidores públicos, independientemente de que brinden atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, y versión pública de su currículum vitae que deberá contener, la copia correspondiente al título profesional y cédula que acredite su último grado de estudios;

…”

En este sentido, el artículo 84, fracción X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establece que el directorio de servidores públicos, incluirá, entre otros nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo.

Ahora bien, en el caso concreto, a través del oficio DRH/1929/2018 de fecha 11 once de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, la Directora de Recursos Humanos del sujeto obligado respondió al particular que no contaba con la información como él la solicitaba, es decir, de manera procesada. Sin embargo, señaló contar con un directorio de servidores públicos en el que se incluye a los trabajadores de nueva contratación que laboraron durante el año 2017 y 2018 a la fecha; mismo que se encuentra publicado en la página oficial de la Comisión, siguiendo la ruta electrónica cegaipslp.org.mx en el formato LTAIPSLPA84FX. 
En virtud de lo anterior, este Órgano Colegiado se dio a la tarea de revisar dicho formato con el objeto de verificar la respuesta del sujeto obligado, por lo que, de acuerdo a lo consultado esta Comisión visualizó lo siguiente: 

[image: image1.png]<« C @ Noseguro | www.cegaipslp.org.mx/webcegaip2018N2.nsf/BuscadorWEBARTICULO?OpenForm&Seq=1 aQa ¥ 6

\
= Qi Obligaciones registradas por Articulo
S p Cumplimiento Cuantitativo 2018

CEGAIP-2016/2018 Sesion Ordinaria de Pleno / Tablas de Aplicabilidad 2018

. 84 X - Directorio de funcionarios v ‘

Cumplimiento Cuantitativo de la carga de formatos

Formatos relacionados con la tabla de Aplicabilidad de cada sujeto obligado (mismo que se encuentra en el documento de referencia vigente a la fecha. Cabe mencionar que puede
existir duplicidad de formatos, sin embargo, para efectos de evaluacion Unicamente se revisa el formato con la tltima fecha de actualizacion

Este reporte, refleja la cantidad de formatos que fueron cargados, mas NO asi la CALIDAD de la informacion contenida en los mismos.

2018

Denuncia Motor de Busqueda

Sujeto Obligado Area responsable Formato LTAIPSLP
@ Archivo Histérico del Estado : archivoh

& Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosi - ase
i Axtla de Terrazas - axtla

& Casa Cuna Margarita Maza de Judrez - ccmargaritam
& Cardenas - cardenas

& Centro Cultural Real de Catorce : ccrealc

& Centro de Asistencia Social Rafael Nieto : carn

@ Centro de Asistencia Social Rosario Castellanos : casrc
@ Centro de Convenciones de San Luis Potosi - cc





[image: image2.png]<« C @ Noseguro | www.cegaipsip.org.mx/webcegaip2018N2.nsf/BuscadorWEBARTICULO?OpenForm&Seq=1 aQa ¥ 6

Organismo Operador paramunicipal de Agua Potable. Alcantarilado y Saneamiento de Ebano - opadebano
Organismo Operador Paramunicipal Descentralizado Descentralizado de EI Naranjo. : opadnaranjo
Organismo Operardor Paramunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cuidad Fernandez : opadcfdz
Organismo Operardor Paramunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Rioverde : opadriov
Organismo Operardor Paramunicipal de la Comunidad el Refugio Ciudad Fernandez S.L.P. - opadrefugiocfdz
Partido Accion Nacional - pan

Partido Conciencia Popular : pcp

Partido de la Revolucién Democrética : prd

Partido Nueva Alianza : pna

Partido Revolucionario Institucional - pri

Partido Verde Ecologista de México : pvem

Patronato de la Feria Nacional Potosina : fenapo

Procuraduria General de Justicia del Estado - pgje

Promotora del Estado : promotora

Rayon - rayon

Régimen Estatal de Proteccion Social en Salud del Estado de San Luis Potosi : repss

Rioverde : rioverde

[:]

Salinas de Hidalgo - salinas
San Antonio - san antonio

San Ciro de Acosta : sanciro

San Luis Potosi - slp

Santa Maria del Rio - santa maria

Secretaria de Desarrollo Urbano Vivienda y Obra Publica : seduvop.

Secretaria de Educacion de Gobierno del Estado : sege

Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad Pablica del Estado : secespe
Secretaria de Comunicaciones y Transportes : sct

Secretaria de Cultura - secult

Secretaria de Desarrollo Agropecuario y Recursos Hidraulicos - sedarh

Secretaria de Desarrollo Econdmico : sedeco

Secretaria de Desarrollo Social y Regional : sedesore
Secretaria de Ecologia y Gestion Ambiental : segam

EE EE EE EE B B0 BE DE OE EE BE BE B0 BE BB





Así de la revisión de la información entregada, se puede observar que la misma no corresponde al planteamiento del recurrente en su solicitud de información pública, por lo que esta Comisión considera que su contenido no satisface la información solicitada.

QUINTO. Una vez precisados los elementos a resolver, este Pleno analizará los hechos con base a los argumentos aportados por las partes y demás elementos de convicción. En esencia, la inconformidad en estudio encuadra en el supuesto a que alude el artículo 167, fracción XII de la Ley de Trasparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en virtud de que el inconforme se duele de que: “No se documenta si en verdad es un trabajo excesivo, solo se declara, más no se presentan pruebas de ello, situación que es una carga que le pertenece a la autoridad.
Por el contrario, es probable que sea algo que pueda fácilmente desagregarse de los sistemas informáticos institucionales, para la cual ofrezco la prueba de la inspección ocupar por parte de la CEGAIP para verificar si en efecto no es posible producir en automático la información.” (sic).  

De lo expuesto, y del análisis de la respuesta, se advierte que la autoridad fue omisa en determinar las causas por las cuales no cuenta con la información solicitada, es decir, no prevé la información, por el hecho de que los listados que solicita en cuanto a las personas que fueron contratadas en el año 2017 y 2018 los mismos no se encuentran procesadas y resulta necesario cierta depuración, en virtud de que se requieren procesos y la asignación de personal exclusivamente para realizarlo, como lo manifiesta través del oficio de respuesta DRH/1929/2018, suscrito por la Directora  de Recursos Humanos del sujeto obligado.

En el presente caso, si bien es cierto que el sujeto obligado manifestó la imposibilidad de entregar la información solicitada, también lo es que dicho sujeto obligado no acredita de manera fehaciente la imposibilidad, al no aportar elementos mínimos, como el número de expedientes físicos de cada interinato del período a consultar lo anterior, lo señalado por el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado en su oficio UIP/695/2018, en el que manifiesta lo siguiente:

““(…) Es de señalar que acuerdo al oficio de respuesta DRH/1929/2018 signado por la Lic. Alejandra Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos, se hizo del conocimiento del recurrente, que respecto a los (…) los mismos no se encuentran procesados, ya que sería necesarios cierta depuración, en virtud de que se requieren procesos y la asignación de personal exclusivamente para realizarlo. Sin embargo, existe un directorio de servidores en el que incluyen a los trabajadores de nueva contratación que laboraron durante el año 2017 y 2018 a la fecha, publicado en la página de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado0 de San Luis Potosí: www.cegaipslp,org.mx en el respectivo formato LTAIPSLPA84FX en la Plataforma Estatal de Transparencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 84 fracción X de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Púbica del Estado. 

Esto es, el Sistema con el que cuenta la Dirección de Recursos Humanos, se realiza bajo el siguiente procedimiento:

1. Del nombramiento que expida el Consejo de la Judicatura a favor del servidor judicial.

2. Se hace el movimiento de personal y se registra el mismo como interinato.

3. En el Sistema de Recursos Humanos, el registro aplica para la primera contratación, recontratación (segunda, tercera, étc), pero dicho Sistema no filtra, y mucho menos hay manera de saber si es personal de nueva contratación, recontratación, externo, interno, es decir, personal del Poder Judicial del Estado que cubrió diversa categoría. 

Por tanto, el Sistema en cita, no hace una diferenciación, pues despliega un concentrado de todo el personal, más no así, de aquellos nuevos contratos (primera vez) y aquellos que son de recontratación, es decir, personal que sigue cubriendo o bien, de los que se contrató por tiempo determinado y concluyeron su período y por ende los mismos ya no forman parte de la platilla del Poder Judicial del Estado, así como de aquellos servidores judiciales que tienen base y cubren otras categorías administrativas o de carrera judicial, por lo que resultaría necesario revisar el expediente físico de cada interino del período.” (sic).  

En el caso concreto, se estima que el acto primigenio emitido por la autoridad, por el cual documentó la respuesta otorgada al particular, carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no se estableció de manera puntual el fundamento legal por el cual se emite ésta y así tampoco se establecieron los preceptos normativos que se sustenta que no prevé la información. Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:


“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.


En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no. Se debe entender por veracidad, no al contenido sustancial del acto, sino como aquellos elementos que identifiquen a la información con aquella generada, administrada o poseída por la autoridad en el ejercicio de su función y que además, cuente con las características de confiabilidad, oportunidad, congruencia, integridad, actualidad, accesibilidad, comprensibilidad y verificabilidad, ello de conformidad con el artículo 6°, fracción I de los Lineamientos Técnicos Generales en materia de publicación, homologación y estandarización de las obligaciones comunes y especificas en materia de transparencia.


Conforme al artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, resulta patente hacer mención de lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”): “(…) el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho (…). La falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho (…)
”.

Por lo anterior, esta Comisión prevé que el derecho de acceso a la información es aquel que tiene todas las personas para solicitar a los sujetos obligados, el acceso a cualquier documento que se encuentre en su posesión y que genere de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, ello con la finalidad de transparentar el ejercicio de la función pública.  Así las cosas esta Comisión proceede a modificar la respuesta emitida por el sujeto obligado, a la solicitud de información, objeto del recurso de revisión, con el fin de que entregue al hoy recurrente la información solicitada. 

5.1. Efectos de esta resolución.


En conclusión, esta Comisión, con fundamento en el numeral 175 fracción III, de la Ley de la materia, se modifica la respuesta emitida por la autoridad, a efecto de que:


- Proporcione los documentos que contienen la información solicitada; a saber: el listado de todos los nuevos empleados contratados en 2017 y 2018 a la fecha. Desglosado, nombre, categoría en la que se le contrató y la adscripción.

5.2. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


-El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en la modalidad peticionada por el particular y sin costo alguno.

-El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.

5.3. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

5.4. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

5.5. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Modifica la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando quinto de la presente resolución.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Mariajosé González Zarzosa, MTRO. Alejandro Lafuente Torres y Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la ultima de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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